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1. INTRODUCCIÓN 
 
 
 En el desarrollo del presente proyecto de investigación, sobre daño 
antijurídico durante el año 2015 y, en cuanto a la responsabilidad del Estado 
para con los ciudadanos que se encuentran pagando sus condenas en las 
diferentes cárceles del país, específicamente en el centro penitenciario y 
carcelario de Quibdó, pretende facilitar el entendimiento sobre la responsabilidad 
del Estado, como consecuencia del daño causado, y como paso previo a 
introducirse en el campo concreto del tema que finalmente se abordará como es 
la privación injusta de la libertad. 
 
 
 Es necesario conocer y despejar por sus acepciones gramaticales y 
jurídicas algunos vocablos que se involucran en el título de este trabajo, como lo 
son: el concepto de responsabilidad, el daño antijurídico, la libertad, entre otros. 
 
 
 Es así como brevemente realizaremos un recuento de la evolución que ha 
tenido la institución de la responsabilidad del Estado en el sistema jurídico 
colombiano, mostrando algunos de los estadios normativos, jurisprudenciales y 
doctrinarios reconociendo con anticipación  que forjaron el actual estado de 
cosas en punto de la prevalencia de los beneficios a los ciudadanos dentro del 
Estado Social de Derecho. 
 
 
 Posteriormente se abordará de manera concreta el estudio de la 
responsabilidad en que incurre el Estado, al violar en forma antijurídica los 
derechos de sus asociados, como consecuencia de las falencias presentadaspor 
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el aparato jurisdiccional en función de la prestación del servicio que le es 
inherente a esta rama del poder público. 
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2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
 
 Para el presente proyecto de investigación es de gran importancia 
describir la realidad del problema en planteado, el cual es el daño antijurídico y 
la responsabilidad del Estado en el año 2015, específicamente a las personas 
privadas de la libertad en el centro penitenciario y carcelario de la ciudad de 
Quibdó. 
 
  
 Para esto, es necesario realizar un repaso general de la Jurisprudencia 
del Consejo de Estado en sus diferentes etapas de la evolución antes y después 
de la promulgación de la Constitución de 1991, donde se observa el gran 
volumen de procesos adelantados tramitados en la actualidad en contra de la 
Nación por el fenómenos actual de la privación de la libertad por causas injustas, 
de los cuales un buen número de ellos tienen resultados adversos al Tesoro 
Nacional. 
 
 
 Por lo anterior se observa, que muchas personas ven violentados sus 
derechos fundamentales como es el caso del debido proceso, resaltando la 
presunción de inocencia, además del derecho de contradicción, el 
desplazamiento de la carga de la prueba en cabeza del Estado, a raíz de las 
falencias investigativas de los entes encargados de adelantar el proceso penal, 
en el que por regla general la medida de aseguramiento ha sido la detención 
preventiva, de tal manera que no se ha asumido el cambio de paradigma llegado 
con el sistema penal acusatorio, en el que la excepción es la restricción a la 
libertad. 
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 Debido a ello, los mencionados comportamientos violatorios de los 
órganos estatales por acción u omisión de sus agentes no han disminuido, 
mostrando una notoria  pasividad de esos mismos órganos en torno del ejercicio 
de la acción de repetición o de otras figuras jurídicas, que tienen por fin 
involucrar al empleado estatal delegado quien actúa con dolo o culpa grave en la 
investigación penal, para hacerle extensivas las consecuencias patrimoniales 
que acarrea dicho comportamiento. Al respecto es importante recordar reciente 
pronunciamiento del Consejo de Estado, (Sentencia 24 de julio de 2013) 1 que 
refirió a la acción de repetición. 
 
 
 Dilucidar el tema en torno a las diferentes posiciones jurisprudenciales en 
concordancia con las normas jurídicas vigentes, permitirá a los investigadores y 
falladores penales tener un derrotero claro de la forma como se deben adoptar 
las medidas restrictivas de la libertad, cuidándose en lo posible de incurrir en 
conductas que den lugar a demandas contra la Nación por el daño antijurídico 
que se causa o se causará al ciudadano que cae en manos de la justicia.  
 
 
 Un adecuado proceso penal soportado en el cabal entendimiento de la 
problemática a analizar, permitirá la vigencia de las garantías constitucionales 
que involucra el derecho humano a la libertad, tales como un proceso limpio, 
justo, certificándose si existe la presunción de inocencia, además de la 
verificación de la reglamentación establecida para defenderla dignidad humana., 
además del acceso a la administración de justicia penal, como fundamentos 
centrales de la filosofía que inspira nuestro Estado Social de Derecho. 
 
 
 
 
                                                             
1Sentencia de 24 de julio de 2013. Exp. 19001-23-31-000-2008-00125-01(46162). M.P. JAIME ORLANDO 
SANTOFIMIO GAMBOA 
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2.1 Formulación del Problema 
 
 ¿Con respecto al daño antijurídico durante el año 2015, cómo se 
refleja la responsabilidad del Estado con las personas privadas de la 
libertad en el centro penitenciario y carcelario de la ciudad de Quibdó? 
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3. JUSTIFICACIÓN 
  
 
                 Es de gran importancia la realización investigativa teórica y 
documental sobre eldaño antijurídico durante el año 2015, responsabilidad del 
Estado  para con los ciudadanos recluidos en las diferentes cárceles del país, 
específicamente en el centro penitenciario y carcelario de Quibdó, ya que 
pretende aportar claridad sobre las tendencias jurisprudenciales y el desarrollo 
normativo que rige la justicia  impartida por los empleados estatales que hacen 
parte del mismo proceso judicial tener una visión global de la forma como 
inciden sus actuaciones en materia de derecho sustantivo y, en especial, lo 
relacionado con la adopción de medidas restrictivas de la libertad; de contera, el 
mayor conocimiento que se tenga sobre el tema facilita tener una mejor 
previsión de las consecuencias económicas que para el erario traen las 
demandas contra la Nación por el daño antijurídico que se causa a los 
asociados. 
 
 
               A su vez, y concomitantemente, propugna el respeto a las garantías 
constitucionales que involucra el derecho a la libertad, como lo mencionábamos 
anteriormente, el debido proceso, la presunción de inocencia, el derecho de 
contradicción, el desplazamiento de la carga de la prueba en cabeza del Estado, 
facilitando la labor del Estado de una prestación adecuada de servicios de 
administración de justicia, pilar esencial de nuestro Estado Social de Derecho. 
 
 
               Resulta pues útil el presente trabajo, en la medida que los destinatarios 
del aporte que de él se pueda derivar, funcionarios judiciales, comunidad 
académica en general, los profesionales del derecho que representan los 
diferentes intereses de parte incluidas las entidades públicas y, en fin, quienes 
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se interesen en el estudio de la temática de la responsabilidad del Estado con 
ocasión de los daños cometidos en la prestación del servicio de justicia, 
conscientemente actúen en el ejercicio de sus respectivos roles.  
 
 
             Dado que el tema abordado no es pacífico y por ende su dinámica es 
constante, mostrar el estado actual de la evolución normativa y jurisprudencial y 
constituirá una novedad, en la medida que aunque existan trabajos anteriores, 
ellos necesariamente no alcanzan a analizar los últimos pronunciamientos de la 
máxima corporación de administración de justicia contenciosa administrativa. 
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4. OBJETIVOS 
 
 
4.1  Objetivo General 
 
              Analizar la responsabilidad del Estado en cuanto a los reclusos en el 
centro penitenciario y carcelario de la ciudad de Quibdó durante el año de 2015.  
 
  
4.2  Objetivos Específicos 
 
 
Describir la responsabilidad del Estado para con las personas privadas de la 
libertad en los centros de reclusión 
 
 
Detallar las causales constitutivas de errores presentadas en los procesos 
para los ciudadanos que no gozan de la libertad al encontrarse recluidos en 
cárceles. 
 
 
Analizar mediante doctrina y jurisprudencia las posiciones que en la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo tratan sobre la responsabilidad 
patrimonial del Estado y el daño antijurídico para las personas privadas de la 
libertad. 
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5. MARCO REFERENCIAL 
 
 
 Dentro de nuestra investigación encontramos diferentes tesis de grado y 
artículos de múltiples revistas relacionadas con el objeto de estudio  
 
 
 
5.1  Estado del Arte 
 
 Tesis de grado titulada “Derechos Humanos en las Cárceles 
Colombianas” por Diana Patricia Ramírez Castro  y Nancy Rocío Tapias 
Torrado (2000). 
 
Aspectos: En esta tesis de grado las doctrinantes hacen énfasis en el 
índice de criminalidad de Colombia, el cual está reventado y los colombianos, 
desesperanzados y desesperados, hemos aprendido a convivir con esta 
situación: las masacres, el secuestro, los desaparecidos, la delincuencia común, 
las atrocidades, en fin, todos los atropellos contra los colombianos y la endeble 
posibilidad de obtener una “justicia justa” de cualquier manera o en cualquier 
situación, no deja más que un panorama de sin sabor  de constante zozobra, 
incertidumbre y miseria. 
 
 
 Artículo “Limites y alcances de la privación de libertad de acuerdo a la 
jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos”, 
por Falconi García 
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Aspectos: en el Artículo de García Falconi, se habla particularmente, del 
marco de protección de los derechos humano, así también como de la aplicación 
 de las resoluciones del sistema interamericano de derechos humanos en las 
decisiones judiciales nacionales. De alli, que se diga que la privación dentro del 
proceso es legitima siempre y cuando no se vulnere el principio de inocencia y 
cuando exista tensión entre la primera y la segunda deberá decidirse a favor de 
esta, motivo por el cual no puede considerarse legitima la detención o prisión 
preventiva que sea fundada en criterios o métodos que sean reputados de 
irrazonables o imprevisibles.  
 
 
 Tesis titulada “Privacion de la libertad y responsabilidad del estado” 
por Tulia Eugenia Garzón y Angélica María Guerra Tamara - Pontificia 
Universidad Javeriana, (Bogotá, D.C, 2000). 
 
Aspectos: Esta tesis está enfocada a dos puntos de vista una es la 
privacion de la libertad, y la otra es la responsabilidad del estado en cuanto a la 
privacion. Ahora bien, según Garzón y Guerra (2000), la libertad es uno de los 
derechos más protegidos por las constituciones a partir de la revolución 
francesa. De manera que las normas Colombianas  establecen un respeto 
notorio a este derecho, aunque también tiene consagrado algunas excepciones. 
 
 
Adicionalmente, en esta investigación se encuentra los principios rectores 
sobre la privación de la libertad, entre los cual se destacan los siguientes:  
 
 habeas corpus (Art.30 de la Constitución Política 1991) (Código de 
Procedimiento penal en su art 5. Título III y el Capítulo VI.) 
 
  Art. 414ª Código de Procedimiento penal. Donde se trata el control de 
legalidad 
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 El debido Proceso ( Art. 29 de la Constitución Política 1991) ( Art. 1 Código 
de Procedimiento penal) 
 
 Presunción de Inocencia (Art. 2 del Código de Procedimiento Penal). 
 
 Favorabilidad (Art. 10 del Código de Procedimiento Penal). 
 
 Libertad Personal. (Garzón y  Guerra, 2000, pp.22-33) 
 
 
 Tesis denominada “Realidades disparatadas del sistema carcelario. 
Un análisis de los traslados en Colombia” por Jesús David Polo 
Rivera, Robinson Daniel Bohórquez Patiño,  Sebastián  Monsalve Correa 
y Vanezza Escobar Behar, Publicada en Revista diálogos de derecho y 
política, 2011. 
 
 
 Tesis titulada “El estado Colombiano frente al sistema interamericano 
de protección a los derechos humanos”  por Aleksey Herrera Robles, 
2001. 
 
Aspectos: De este escrito es pertinente rescatar losiguiente, la participación 
del estado Colombiano  fue determinante en el proceso de la concreción de la 
OEA, no solo por el reconocimiento  internacional adquirido por el país como 
resultado de su tradición de apego y respeto  a los principios jurídicos, sino 
también por el liderazgo obtenido por Alberto Lleras Camargo, quien desempeñó 
un papel protagónico en el periodo de la postguerra tanto en la redacción  y 
aprobación, que se encuentran en el Tratado Interamericano de Asistencia 
 Recíproca (TIAR) del 2 de Sept de 1947.(Herrera Robles, 2001, p.5). 
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 Artículo denominado “La dignidad humana: incorporación de la 
jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos por la 
Corte Constitucional Colombiana”,  elaborado por Silvana 
Insignares Cera y Viridiana Molinares Hassan, Universidad del Norte, 
Colombia, 2011. 
 
Aspectos: Insignares y Molinares (2011), en este trabajo los doctrinantes 
exponen como fue la incorporación del cuidado especial a los ciudadanos por 
medio de los derechos fundamentales por medio de la Corte Constitucional 
Colombiana, del cual  el sistema de protección internacional, Europa 
considerado como pioneros en la promoción y protección de los derechos 
humanos a nivel mundial. 
 
 
5.2 Marco Histórico 
 
 
 La Constitución de 1991, trajo consigo el concepto de daño antijurídico  
tomado del régimen constitucional español de 1978, bajo el entendimiento que 
algunos particulares deben soportar algunos daños de parte del Estado mientras 
que otros no están en la obligación de soportarlos, configurándose entonces tal 
responsabilidad en la antijuridicidad del daño, el cual debe ser reparado de 
manera integral. 
 
 A su vez, la legislación española anterior a la Constitución de 1978, fue la 
que dio lugar a la constitucionalización de una cláusula general de 
responsabilidad del Estado según lo describen García de Enterría y Ramón 
Fernández, quienes analizan en su obra el desarrollo de la institución de la 
responsabilidad, que proviene de las leyes de Expropiación Forzosa de 1954, 
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además de constituirse un régimen jurídico para la Administración pública en el 
año 1957, que a su vez se nutrieron de algunas normas que prescribían 
tímidamente, en aquella nación, la responsabilidad indirecta del Estado cuando 
sus agentes obraban con culpa grave o dolo.  
 
 
Así, como lo cuentan García y Ramón en el año 2008:   
 
     “el artículo 149.1.18 de la constitución española atribuye al 
    Estado la competencia exclusiva sobre el sistema de  
    responsabilidad de todas las administraciones públicas”,  
 
 
 Con lo cual se eliminó en España algún resquicio de duda sobre la 
responsabilidad que pudiera caber a uno u otro ente estatal de cualquier orden 
en su estructura, por los daños en que incurriera en el cumplimiento de sus 
funciones.  
 
 
 Ahora bien, al referirnos a la responsabilidad patrimonial por aquellos 
actos de la administración de justicia en España, se afirma que en la ley 
Orgánica del Poder Judicial en sus artículos 292 a 297 se establece como 
principio general que “los daños causados en cualesquiera bienes o derechos 
por error judicial, así como los que sean consecuencia del funcionamiento 
anormal de la Administración de justicia, darán a todos los perjudicados derecho 
a una indemnización a cargo del Estado, salvo en los casos de fuerza mayor” 
(AsuaGonzalez, 2009).  
 
 
 Continúa la autora explicando sobre de la Responsabilidad de los jueces y 
magistrados, que les es imputable “…cuando, en el desempeño de sus 
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funciones, incurrieren en dolo o culpa”, sustentada en los artículos 411 a 413 de 
la LOPJ. 
 
 
 En Argentina al decir de Ghersi  en el año 2013 que  la responsabilidad 
estatal se halla regulada dentro del Código Civil, en su artículo 42 preceptúa que 
“las personas jurídicas pueden ser demandadas por acciones civiles y puede 
hacerse ejecución de sus bienes”, y en especial los daños que el Estado 
(nacional, provincial o municipal) causa a los particulares”.  
 
 
 Dado que el poder ejecutivo prevalece para realizar una significativa 
prestación de servicios a los ciudadanos, desde el punto de vista cuantitativo 
ésta responsabilidad es la más importante y fue en esta órbita del Estado donde 
primero se reconoció. Refiere este autor Ghersi (2013)  que por ejemplo el 
Estado responde por “daños producidos por informes erróneos de algún registro; 
la prestación defectuosa del servicio de salud en hospitales públicos; daños 
sufridos por los alumnos de un establecimiento educativo por falta de control de 
autoridades o por riesgo o vicio de las cosas que se utilizan; por cambios en el 
nivel de las calles; por cierres indebidos de establecimientos en ejercicio 
irregular de la policía local, entre otros.”  
 
 
5.3  Marco Teórico 
 
 
             Resulta importante mencionar que el tema de la responsabilidad del 
Estado en los últimos tiempos ha sido abordado por varios tratadistas de la 
responsabilidad civil extracontractual, es el caso del Gilberto Martínez Rave  
quien hace una escueta citación de la normatividad sobre la materia desde 1971 
hasta el Código de Procedimiento Penal del año 2000, pasando en especial por 
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el análisis del cambio constitucional de 1991 contenido en el artículo 90, 
haciendo hincapié en los elementos generales de la responsabilidad del Estado. 
 
 
             Es así que Efraín Gómez Cardona, citado por Ayala Caldas (1999)  
expresa que: 
 
 
 
“Por supuesto también hay error judicial en la demás ramas del Derecho  
(civil, Laboral, Administrativo) cuando la sentencia no consulta la verdad.  
 
 
Pero la calidad de los derechos involucrados hace que sea mucho más  
grave y alarmante el error consistente en la condenación penal de un  
inocente, puesto que están en juego su libertad y aún la vida, mientras  
que los restantes casos prácticamente el único perjuicio es de índole  
patrimonial, Así, el error de un juez civil, laboral o administrativo, en  
principio no afecta a la parte agraviada más que en lo concerniente al  
factor económico (aparte, claro está, la tremenda lesión al orden  
jurídico por el hecho de que no se imparta verdadera justicia. (Gil B  
2001)” 
 
 
 
          Además debe precisarse que en los dos últimos lustros surgieron 
connotados tratadistas que en concreto han estudiado la responsabilidad estatal 
como disciplina autónoma, lo que supone sistematización de sus trabajos y 
mayor coherencia con el derecho público, llevando incluso sus posiciones a 
debates profundos no solo en el ámbito académico, sino en la Alta Corporación 
de la justicia Contenciosa Administrativa. 
 
 
Enrique Gil Botero, además de mostrar el camino recorrido en nuestro país 
alrededor de la responsabilidad del Estado por los actos de la justicia, plantea 
hipótesis novedosas o al menos poco abordadas por la jurisprudencia sobre 
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asuntos puntuales que se derivan de la interpretación del artículo 90 Superior. 
Por ejemplo, al preguntarse si la mera vinculación a un proceso penal sin que 
haya privación efectiva de la libertad da lugar a la reparación por parte del 
Estado, o la que se deriva por la no concesión de un subrogado penal.  
 
 
En materia de la privación injusta de la libertad ha expuesto la necesidad 
de analizar la responsabilidad no solo a la luz de los regímenes objetivos de 
imputación, sino que una vez descartados estos, se hace necesario estudiarse 
por el régimen de imputación subjetivo de la falla del servicio. De igual forma se 
expone, la teoría en la cual, en los casos de imputación bajo el régimen objetivo 
de responsabilidad por la privación injusta de la libertad, cuando se absuelve al 
procesado en aplicación del principio procesal penal del in dubio pro reo, el juez 
contencioso, debe realizar la respectiva diferenciación, para comprobar si 
efectivamente el juzgador penal estaba ante una verdadera duda derivada del 
análisis probatorio, o la causa real de la absolución fue la falencia probatoria 
merced a la inactividad del aparato estatal encargado de la investigación. 
 
 
5.4 Marco Conceptual 
 
5.4.1 Desarrollo temático 
 
 En nuestro País ha surgido el incremento masivo de detenciones, siendo 
estas más frecuentes, donde la arbitrariedad y la utilización inapropiada privando 
al ciudadano de la libertad, ocasionan a la Nación, un sinnúmero de dificultades, 
como lo son las demandas reflejadas en una cuantía relevante. 
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 Al presentarse la privación de la libertad, y esta considerarse de forma 
injusta, la ciudadanía se siente vulnerada en los derechos fundamentales, 
creando un clima de desconfianza, zozobra e incertidumbre, alterando las bases 
de un orden justo. Donde podemos notar, que un gran número de ciudadanos 
afectados recuperan su libertad luego de pasar por un encierro prolongado, 
además de sufrir emocional y sicológicamente debido a la estigmatización social. 
 
 
Ya es de pleno conocimiento, que la mayoría de las personas afectadas 
recobran la libertad tras sufrir el encarcelamiento prolongado, además de la 
estigmatización social. 
 
  
 La estigmatización ha producido consecuencias letales, pues en la 
mayoría de los casos afectan a grupos vulnerables, como los defensores de 
derechos humanos, líderes comunitarios, sindicalistas y en zonas donde operan 
grupos alzados en armas, casos donde el Estado adopta procedimientos que no 
se comprometen con la defensa de los principios establecidos de igualdad y no 
discriminación, presentándose la intolerancia y los prejuicios,  contaminando las 
leyes establecidas para el mantenimiento del orden público y prevención de la 
criminalidad.  
  
 
 Enrique Gil Botero, nos recuerda el grado constitucional “del goce al 
derecho fundamental de la libertad”, el cual recapitulamos a continuación:  
 
   “La libertad continua siendo el núcleo esencial y el logos de las  
  diferentes declaraciones de derechos fundamentales y se completa 
  y se complementa con los principios de igualdad, solidaridad y  
  seguridad jurídica. La libertad sigue estando conectada con la  
  realización de los objetivos de cada individuo, pero ahora la  
  materialización de las finalidades se da en un plano democrático  
  que impone al Estado asegurar un espacio de comunicación e  
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  intercambio de razones para la toma de decisiones”… “la   
  Constitución política en varias de sus disposiciones reconoce que  
  la libertad en su triple condición de valor, principio y derecho debe 
  ser protegida y respetada tanto por los poderes públicos como por 
  cualquier individuo”… 
 
 Concluyendo que, la libertad es un derecho considerado como primario, 
sabiendo que es un bien jurídicos preciado por el hombre, siendo el mismo 
limitado, por alterar alguna de sus manifestaciones, generándose así la privación 
injusta de la libertad, la cual debe ser aplicada con base en la constitución, por lo 
cual, damos a conocer los condicionamientos para ejecutar el mismo: 
 
 
“1.  Debe fundamentarse en una causa que este previamente prevista en la 
ley…… está sujeta al más estricto principio de legalidad… 
 
2.  No puede ser indefinida, debe tener un límite temporal…. 
 
3.  Al ser una medida cautelar su finalidad no es represiva… 
 
4.  La medida tiene una naturaleza jurisdiccional en sus diferentes fases: 
decisión, control y finalización.  
 
5.  Una vez asumida la medida y afectada la libertad de una persona se 
activa un conjunto de garantías de orden procedimental y sustancial que hacen 
parte del derecho fundamental del debido proceso, principalmente la presunción 
de inocencia, el derecho de contradicción, entre otros.  
 
6.  La medida debe responder al criterio de excepcionalidad.... 
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 7.  La detención preventiva siempre debe responder al principio de 
proporcionalidad, es decir que debe constituir un medio adecuado para la 
finalidad que se pretende alcanzar.” 
 
 
 El Estado ha establecido diferentes órganos entre el que se destaca la 
Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, el cual tiene lineamientos 
unificando además aspectos de la privación injusta de la libertad, donde se 
mitiga de cierta forma este hecho a través del pago de grandes y billonarias 
sumas de dinero. 
 
 
 La responsabilidad del Estado puede originarse de dos formas: la falla del 
servicio o la responsabilidad objetiva por el daño especial, cuando aún sin que 
se presente falla en el servicio, el Estado debe responder por el daño antijurídico 
causado por alguno de sus representantes (agentes). 
 
 
 Ahora bien, hay que tener en cuenta el concepto “detención injusta”, 
definido por la legislación en el decreto 2700 de 1991 y en el artículo 414 del 
código penal de procedimiento penal, como el evento que después se ha privado 
de la libertad a una persona, posteriormente, mediante sentencia absolutaria o 
su equivalente absuelve o exonera porque el hecho no existió, el sindicado no lo 
cometió o el hecho por el que fue investigado no constituía conducta punible. Es 
decir, la detención es injusta cuando un individuo ha sido privado de su libertad y 
posteriormente, mediante sentencia absolutoria o su equivalente es exonerado o 
absuelto, siendo esta situación generadora de un daño que un individuo o su 
equivalente es exonerado o absuelto, siendo esta situación generadora de un 
daño que un individuo no está en el deber jurídico de soportar. 
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 Para que se considere una detención injusta, no es necesario ahondar 
sobre la legalidad o ilegalidad de la conducta del Estado, pero si es necesario 
revisar si la situación en que se encuentra la victima al haber sido privado de la 
libertad, para luego ser absuelto mediante sentencia, es generadora de un daño 
antijurídico imputable al Estado. 
 
 
 El concepto “detención ilegal o arbitraria”, se presenta dentro de la 
jurisprudencia, de la siguiente manera: “Art 9: Nadie podrá ser arbitrariamente de 
se le nido, preso ni desterrado. 
 
 
El Régimen aplicable a la responsabilidad por privación injusta de la 
libertad  
  
 
 El Estado Colombiano, cumple sus funciones de gobierno, a través de los 
tres poderes o ramas: legislativa, ejecutiva y judicial, con las cuales se busca 
resarcir los perjuicios que ocasiona el Estado, bajo el artículo 90 de la 
Constitución Política, ya que la rama judicial a través de los jueces tienen la 
tarea en sus manos de defender los derechos fundamentales de los ciudadanos 
como la libertad, la honra, el debido proceso, entre otros. 
 
  
 La Corte Constitucional, en la Sentencia C-037 de 1996, definió el 
carácter injusto de la privación de la libertad, en estos términos: “…Este artículo, 
en principio, no merece objeción alguna, pues su fundamento constitucional se 
encuentra en los artículos 6º, 28, 29 y 90 de la Carta. Donde el término 
“injustamente” se refiere a una actuación abiertamente desproporcionada y 
violatoria de los procedimientos legales, de forma tal que se torne evidente que 
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la privación de la libertad no ha sido ni apropiada ni razonada, ni conforme a 
derecho, sino abiertamente arbitraria”.  
 
 
El ciudadano vs la privación de la libertad  
 
 
 A través de la sentencia del 25 de julio/94, expediente 8666, el Consejo 
de Estado afirma lo siguiente respecto a la carga de un ciudadano por la 
privación de “…La investigación de un delito, cuando medien indicios serios 
contra la persona sindicada, es una carga que todas las personas deben 
soportar por igual. Y la absolución final que puedan éstas obtener no prueba, 
pese, que hubo algo indebido en la retención. Este extremo, de tan delicado 
manejo, requería pruebas robustas y serias y no meras inferencias o 
conjeturas…” , su libertad: 
  
 
 El Estado como responsable presta un servicio. Cuando el mismo se 
prestó mal, no funcionó o funcionó de forma tardía, la doctrina conceptualiza 
diciendo que: “Es el hecho dañoso causado por la violación del contenido 
obligacional a cargo del Estado, el cual se puede derivar de textos específicos 
como los son las leyes, reglamentos o estatutos que establecen las obligaciones 
y deberes del Estado y sus servidores, también de deberes específicos 
impuestos a los funcionarios y el estado, o de la función genérica que tiene el 
Estado y se encuentra consagrada en la Constitución Política en el artículo 
segundo el cual en su segundo párrafo establece “Las autoridades de la 
república está instituidas para proteger a todas las personas residentes en 
Colombia, en su vida, honra y bienes, creencias y demás derechos y libertades y 
para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los 
particulares”, donde la falla en la prestación del servicio corresponde al régimen 
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de responsabilidad subjetiva se atribuye “la culpa de la administración” o “falla 
en el servicio”,  presentadas estas por acción u omisión, además de ser posible 
se extralimiten sus funciones o no las ejerzan. 
 
 
 El Consejo de Estado se ha pronunciado de la siguiente manera: “Se 
caracteriza este régimen, como en múltiples ocasiones lo ha señalado la 
jurisprudencia, por tres elementos constitutivos, a saber: una falta o falla del 
servicio, un perjuicio y una relación o vínculo de causalidad entre la primera y el 
último. En este régimen la noción de falla es a tal punto esencial, que 
corresponde al actor dar la prueba de su ocurrencia: la falta de esa prueba 
condena al fracaso las pretensiones que la requieran” 
 
 
 La jurisprudencia sobre la responsabilidad del Estado por privación injusta 
de la libertad, establece que es ilegítimo para un Estado Social de Derecho 
como es el de nuestro país, exigir a los asociados el asimilar una investigación 
penal y la privación de la libertad, bajo el argumento de conservación del interés 
y seguridad de la comunidad, donde se obliga al Estado a su protección y 
defensa, en la que cualquier restricción, siempre que no tenga justificación, 
configura un daño antijurídico el cual deberá ser compensar, cabe anotar, que 
no se trata de reprobar al Estado por todas las investigaciones penales en las 
que se absuelva al sindicado. 
 
 
 Por último, la privación de la libertad puede ser: 
 
a.  Legal: en este caso los elementos materiales probatorios y la evidencia 
física recogidas y aseguradas, la información obtenida para el mismo 
legalmente, puede inferir razonablemente que el imputado puede ser autor o 
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participe de la conducta delictiva que se investiga, donde la privación de la 
libertad, debe tener como fin evitar la obstrucción de justicia asegurando: la 
comparecencia del imputado al proceso, la protección de la comunidad y de las 
víctimas y  el cumplimiento de la pena. 
 
 
 Esta privación de la libertad se puede presentar de tres maneras:  
 
 
1. En virtud de orden judicial por orden escrita generada por el juez de control de 
garantías, la cual contenga las exigencias definidas en la ley 
 
2.  además, se podrá realizar sin orden judicial, cuando no sea posible obtener 
una inmediatamente  y teniendo presente los motivos que dictamine la ley. 
 
3. por captura en flagrancia, (Arts. 296, 297, 300, 301 y 308 de la ley 906 de 
2004 C.P.P.) 
 
 
b. Ilegal: al no cumplirse los requisitos mencionados en los puntos considerados 
como legalidad. 
 
 
Responsabilidad del Estado en el Centro penitenciario y carcelario de 
Quibdó  
 
 Para hablar del daño antijurídico en el Centro Penitenciario y Carcelario 
de Quibdó, debemos ilustrar que se ha considerado por años como “una bomba 
de tiempo” , como se refirió la defensoría del pueblo “soldado avisado no muere 
en guerra”, al año 2015 se presentan demasiadas anomalías tales como: la sede 
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está en una vieja edificación considerada histórica, posee problemas de higiene, 
seguridad, muchas enfermedades y no se ve el acompañamiento del Estado a 
través del Inpec ni de Caprecom para el beneficio de los internos. 
 
 
 Las instalaciones cuentan con un centro educativo (2) talleres de 
ebanistería, área de sanidad, aula de trabajo sicosocial, sede administrativa 
(oficinas), escenarios deportivos (cancha múltiple ) zona de cocina, no se cuenta 
con lugares para visita íntima, se cuenta con tres pabellones, dos pasillos 
(interno y Central), unidad de tratamiento especial, reclusión de mujeres. La 
capacidad real es de 286 cupos, en la actualidad la población asciende a un total 
de 281 internos; total condenados (144) Hombres (141) mujeres ( 3 ) total 
sindicados (137) hombres (135) mujeres (2). 
 
 
 Entre los casos más relevantes de privación injusta de la libertad en este 
centro penitenciario y carcelario en el año 2015 se encuentra el de Lorenzo 
Palacio Rengifo, detective del DAS, acusado de cometer homicidio y retenido 
durante siete meses. El tribunal superior de Chocó con las pruebas sustentadas 
por parte de la Fiscalía consideró que no existían pruebas documentales o 
testimoniales de peso que permitieran inferir la participación o responsabilidad 
en un acto denunciado por un grupo de ciudadanos en hechos confusos. Y 
finalmente el tribunal declaró según uno de los apartes del fallo del tribunal de lo 
contencioso administrativo. 
 
      “El actor no estaba en la obligación de soportar el 
     daño que el Estado le irrigó, el cual debe ser  
     considerado como antijurídico, calificación que  
     determina la consecuente para la Administración  
     Pública de resarcir a la parte actora por este  
     hecho”,  
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 Con la importancia de entender mejor el tema en esta investigación, se 
exponen a continuación algunos conceptos que en desarrollo del tema en 
estudio son de importancia y permiten entender de mejor manera lo expresado 
por sus autores.  
 
 Responsabilidad 
 
 El Nuevo Diccionario Ilustrado Sopena (1995)2 define la responsabilidad 
con dos acepciones a saber:  
 
 Obligación de satisfacer cualquier daño o perjuicio.  
 
 
El diccionario de la Real Academia3  en lo que interesa ahora, indica: 
 
2. f. Deuda, obligación de reparar y satisfacer, por sí o por otra persona, a 
consecuencia de un delito, de una culpa o de otra causa legal. Y  
 
3. f. Cargo u obligación moral que resulta para alguien del posible yerro en cosa 
o asunto determinado. 
 
4. f. Der. Capacidad existente en todo sujeto activo de derecho para reconocer y 
aceptar las consecuencias de un hecho realizado libremente. 
 
 De acuerdo con las anteriores definiciones y en forma genérica se puede 
afirmar que el concepto gramatical de la responsabilidad está ligado 
                                                             
2Nuevo Diccionario Ilustrado de la lengua Española, Editorial Ramón Sopena S.A. Provenza 1.995. 
 
3Versión consultada en la página WEB www.rae.es el 15-08-2013 a las 9Ñ35. P.m. 
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primordialmente a dos grandes ámbitos: “el de la moral y el del derecho”. En 
los dos refiere a “la consecuencia que surge para el partícipe en la 
realización de un hecho del cual se ha derivado un daño”. Como en este 
trabajo interesa aquel concepto que tiene implicaciones jurídicas, en esa 
dirección se enfocará el análisis. 
 
 
 Concretadas pues, las definiciones anteriores no se apartan mucho de lo 
que desde el lenguaje del derecho, como ciencia, se puede afirmar; (Bohórquez 
B Luís F y Jorge I 1988) definen la responsabilidad así: 
 
1) Situación jurídica derivada de una acción u omisión ilícitas, que consiste en el 
deber de reparar el daño causado.  
 
2) Posición jurídica del obligado concurrente o subsidiariamente a satisfacer una 
deuda ajena. (Couture). 
 
 
 En un ámbito más concreto como el derecho civil, bien ilustrativo resulta 
la presentación que se hace en la obra de los hermanos Mazeaud  sobre la 
Responsabilidad. Allí se afirma que para que ésta exista se requiere un daño, y 
en consecuencia una persona que lo sufra, una víctima, ante lo cual se 
cuestionan los autores si siempre que haya un daño surge un problema de 
responsabilidad; responden que ello no es posible siempre, en tanto que pueden 
presentarse dos situaciones, dependiendo quien fuere el causante del hecho 
dañoso: si se trata de la propia víctima, no surge un problema de 
responsabilidad ya que el autor del hecho no puede más que quejarse de sí 
mismo y en esa medida la situación no importa al derecho.  
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 Empero, siendo otro el autor del daño y habiendo dos actores en la 
escena jurídica, se rompe la armonía que debe reinar entre los individuos y, por 
ende, surge un conflicto que en últimas es el que contempla el problema de la 
responsabilidad. De allí fluye que un ciudadano se considera responsable 
partiendo que es necesario que deba reparar un daño. 
 
 
 Para Alessandri (1987), el concepto de responsabilidad genéricamente 
hablando, tiene relación de implicancia con el concepto de culpabilidad, de ahí 
que se afirme que un sujeto es responsable de un hecho cuando a él se le 
puede imputar por haberlo ejecutado con voluntad y discernimiento, empero en 
el campo de la responsabilidad con sentido jurídico, y más precisamente la civil, 
no es establecida por su ideología, sino por las consecuencias jurídicas que el 
hecho acarrea para su autor. Aparte de esto, se define, la responsabilidad civil 
como: 
 
    “la obligación que pesa sobre una persona de indemnizar 
    el daño sufrido por otra.”4 
 
 
 
 Este autor citando a Joserrand afirma:  
 
    “El problema de la responsabilidad civil, cuya   
    importancia es, pues, enorme, consiste en procurar  
    que todo daño inferido a la persona o propiedad de  
    otro sea reparado, es, decir, en determinar quién  
    debe soportar ese daño, si la víctima o su autor, y en 
    “fijar, por lo mismo, los límites en que cada individuo  
    puede ejercer impunemente su actividad”5.   
 
 
                                                             
4Alessandri Rodríguez, Arturo. De la Responsabilidad Extracontractual en el Derecho Civil. Imprenta 
Universal, Santiago de Chile 1987. Pág 11. 
 
5Op cit. Pág 23 
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 Para los efectos de este escrito es importante dejar claro, como ya se 
puede entrever, que el concepto de responsabilidad interesa en tanto la 
connotación que se le otorgue sea de contenido jurídico, es decir, siempre y 
cuando al referirse a la responsabilidad se aluda a un concepto que genere 
consecuencias en el mundo de lo jurídico, excluyendo otras que pueden resultar 
interesantes, pero ya oteadas desde otros ámbitos de estudio como la filosofía, 
por ejemplo.  
 
 
 La definición que tiene el Código Civil en el artículo 2341 es de esta 
textura: 
 
     “El que ha cometido un delito o culpa, que ha  
    inferido daño a otro, es obligado a la indemnización,  
    sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga  
    por la culpa o el delito cometido, norma que   
    entendiéndose integrada con el artículo 1494 que  
    determina las fuentes de las obligaciones y porque  
    guarda perfecta coherencia, al señalar que “las  
    obligaciones nacen (…) ya a consecuencia de un  
    hecho que ha inferido injuria o daño a otra persona,  
    como en los delitos; ya por disposición de la ley, como 
    entre los padres y los hijos de familia”.  
 
 
 Con los elementos hasta ahora acopiados, puede decirse entonces que la 
responsabilidad, jurídicamente hablando, comprende el estudio de las 
consecuencias obligacionales que se derivan para una persona que a causa de 
una acto o un hecho que le es imputable, generan un detrimento cuantificable 
económicamente a los derechos de otro.  
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 Daño 
 
 Asumir la definición de daño hace echar una mirada a la obra de la 
profesora Laura Castro (1991), sobre sinónimos y antónimos, dado que en el 
lenguaje común el daño se asocia primordialmente a perjuicio, pero también a 
lesión, deterioro, mal, desgaste o maleficio6. 
 
 
 El diccionario Sopena  define el daño como efecto o de dañar, que es 
causar un perjuicio, menoscabo dolor o molestia, y en una segunda acepción 
dice que es maltratar o echar a perder una cosa. 
 
 
 Simplemente a manera ilustrativa, la Corte Constitucional, en sentencia C-
052/12, expresa sobre el daño lo siguiente: 
   
    “Ahora bien, es importante destacar que el concepto  
    de daño es amplio y comprehensivo, pues abarca  
    todos los distintos fenómenos usualmente aceptados 
    como fuente generadora de responsabilidad, entre  
    ellos el daño emergente, el lucro cesante, el daño  
    moral en sus diversas formas, el daño en la vida de  
    relación, el desamparo derivado de la dependencia  
    económica que hubiere existido frente a la persona  
    principalmente afectada, así como todas las demás  
    modalidades de daño, reconocidas tanto por las leyes 
    como por la jurisprudencia, ahora o en el futuro.  
 
    Según encuentra la Corte, la noción de daño   
    comprende entonces incluso eventos en los que un  
    determinado sujeto resulta personalmente afectado  
    como resultado de hechos u acciones (…)” (Sentencia 
    C-052 de 2012)” 
 
                                                             
6Castro de Amato., Laura. Gran Diccionario de Sinónimos y Antónimos. Ediciones Okapi, séptima Edición. 
Bogotá 1991. 
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 En las normas parcialmente citadas del Código Civil (artículos 2341 y 
1494), se asimila el daño a una injuria, al decir que las obligaciones nacen del 
hecho que ha inferido injuria o daño a otra persona. 
 
 Imputar 
 
 Según la Real Academia de la lengua Española, se incluyen dos 
acepciones de este término:  
 
1. tr. Atribuir a alguien la responsabilidad de un hecho reprobable. 
 
2. tr. Señalar la aplicación o inversión de una cantidad, sea al entregarlasea al 
tomar razón de ella en cuenta. 
 
 
 Se puede decir que imputar es la afirmación que se hace de que algún 
hecho, acción u omisión es adjudicable o atribuible a una persona por haber 
intervenido activa o pasivamente en su realización. 
 
 
 De allí que se tornen interdependientes o necesariamente 
interrelacionados los conceptos ahora tratados de responsabilidad y daño, en la 
medida que la primera no se considera trascendente al mundo de lo jurídico, 
mientras no se considere la existencia de un daño, y así mismo, el daño no tiene 
importancia en el mundo de lo jurídico mientras no esté ligado al concepto de la 
responsabilidad que pueda predicarse y nazca para la persona a quien el hecho 
dañino le pueda ser imputable. 
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 Daño Antijurídico 
 
 
 Por daño antijurídico se entiende aquel que la persona no debe soportar, 
porque el ordenamiento jurídico no se lo impone pues supera las cargas con que 
se grava a los demás miembros de la colectividad por el hecho de vivir en 
sociedad.  
 
 
 Por último se hace alusión a la diferencia existente entre los términos 
privación y restricción, en tanto que ambos vocablos tienen connotaciones 
trascendentalmente diferentes, ya que la PRIVACIÓN en el contexto a analizar 
es el efecto de la acción de privar, verbo cuyos sinónimos relacionados en la 
obra de la profesora Laura Castro  son desposeer, despojar, expoliar, quitar, 
usurpar, y por ello el mismo diccionario cita como sinónimos de privación 
carencia, falta o ausencia.  
 
 
 Puede deducirse entonces, que al referirnos a la llamada privación de 
libertad, el cual puede decirse que la circunstancia en la que una persona no 
disfruta de sus derechos fundamentales, como lo es la libertad, debido a 
desarrollo de coacciones ejercidas acción por otro. 
 
 
 Entre tanto, para Castro de Amato  el término Restricción connota veda, 
obstáculo, impedimento limitación, cortapisa, reserva o barrera. De manera que 
la expresión restricción de la libertad tiene un alcance de menor trascendencia 
sobre la persona, en la medida que de su entendimiento cabal se puede derivar 
que a quien se le restringe la libertad aún le quedan espacios temporo-
espaciales para ejercer a voluntad su derecho 
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5.5  Marco Jurídico 
 
 
 
 La declaración de los derechos del hombre y del ciudadano constituyó un 
catálogo de garantías del derecho a la libertad, que ha sido adoptado desde 
entonces por las organizaciones sociales del mundo moderno y se ha plasmado 
a través de normas internacionales que han sido acogidas por el ordenamiento 
jurídico nacional. 
 
 
 Algunos de las instituciones e instrumentos a nivel mundial que permiten 
ser facilitadores para defender los derechos humanos, son los siguientes: “la 
declaración universal de derechos humanos”, al igual del “pacto 
internacional de derechos civiles y políticos”, proclamados en la “Asamblea 
General de las Naciones Unidas”, que juntos con conocidos como la “Carta 
Internacional de Derechos Humanos de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas”.  
 
 
 En el sistema interamericano, contamos con la Declaración Americana de 
los Derechos y Deberes del hombre de 1948, la Convención Americana de 
Derechos Humanos de Costa Rica de 1969. 
 
 
 Con base en el artículo 93 de la Constitución, en el que se ha originado la 
teoría del Bloque de Constitucionalidad asumida por la Corte Constitucional, se 
ha entendido que todos los anteriores instrumentos internacionales hacen parte 
de nuestro sistema normativo, pero ha de precisarse que normas legales, aún 
anteriores a la Carta, ya consagraban las garantías y protecciones al derecho a 
la libertad.  
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 El Decreto 522 de 1971 que adicionó el 1355 o Código Nacional de 
Policía, determinó una indemnización por privación de la libertad al prosperar el 
recurso de revisión. 
 
 
 El Decreto 50 de 1987 o Código de Procedimiento Penal a la sazón, 
estableció por primera vez una compensación monetaria por la falla en el 
servicio de justicia. 
 
 
 El Decreto 01 de 1984 o Código Contencioso Administrativo, previó en el 
artículo 77 la acción de reparación directa por los actos y hechos que den lugar 
a la responsabilidad y asignó a la jurisdicción contenciosa su conocimiento, y en 
su artículo 86 consagró la acción de reparación directa por los daños que se 
causen por el Estado por las diversas causas allí consagradas.  
 
 
 La Constitución de 1991 estableció medularmente en el artículo 90 la 
obligación del Estado de reparar los daños antijurídicos que le sean imputables.  
 
 
 El Decreto 2700 de 1991 consagró un dispositivo normativo que obligaba 
a reparar el daño causado por la privación injusta de la libertad. 
 
 
 Las Leyes 600 de 2000 y 906 de 2004 como Códigos de Procedimientos 
Penales, regularon detalladamente las condiciones para la privación de la 
libertad, sin incluir normas que mencionaran la reparación cuando dicha 
privación fuere injusta. 
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 La Ley 678 de 2001 reglamenta el artículo 90 Constitucional, en lo 
referente al ejercicio de la acción de repetición. 
 
 
 La Ley 270/96, considerada como Estatutaria de la Administración de 
Justicia, estableció las causas por las que el Estado responde por los daños 
antijurídicos que se causen a los administrados.  
 
 
 Por último, la Ley 1437 de 2011 o nuevo Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, contempla los medios de 
control y dentro de ellos la reparación directa como mecanismo procesal de 
reclamación por la responsabilidad del Estado. 
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6. DISEÑO METODOLÓGICO 
 
 Tipo de investigación 
 
 
 Se trata de una investigación socio-jurídica, lo que implica que es un 
ejercicio que vincula los aportes de otras disciplinas a los estudios de derecho. 
 
  “la investigación social aplicada se expresa en las políticas públicas 
  o en el desarrollo de tecnologías sociales, en las instituciones y la  
  manera como se instituyen y a la vez moldean el quehacer   
  cotidiano de la gente” (Plata, 2005, p.02). 
 
  “la critica que se formula a este enfoque tradicional consiste en  
  llamar la atención sobre una tendencia que enseña lo que no  
  capacita al alumno adecuadamente para su futuro desempeño en 
  un ámbito de gran complejidad y de creciente diversidad, en el que 
  la compresión de principios que gobiernan las instituciones   
  jurídicas, el desarrollo de una sólida capacidad de análisis y de  
  argumentación, la posesión de destrezas prácticas y la versatilidad 
  y capacidad de adaptación resultan indispensables. Dealguna  
  manera influenciadas por la enseñanzade tipo tradicional, los  
  abogados han perdido lacapacidad para contribuir de forma  
  significativa a la sociedad, porque carecen de los elementos  
  señalados.” (González Morales, 2003:36). 
 
 
 
 Método de investigación 
 
 
 Analítico – Deductivo, en cuanto se parte de una exposición amplia sobre 
lo existente en materia legal y jurisprudencial sobre el mal funcionamiento dentro 
de la administración de justicia en Colombia 
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 Fuentes, Técnicas e Instrumentos 
  
 
 La información utilizada en la presente investigación será secundaria, por 
cuanto se extrajo de diversos pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia 
y Constitucional pero especialmente la jurisprudencia del Consejo de Estado, 
Tribunal Administrativo del Chocó y de los Jueces Administrativos de Quibdó. 
Igualmente fueron consultados autores diversos que han sido considerados 
como especialistas en la materia. 
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7. RESULTADOS 
 
 Uno de los eventos que se presenta es la detención preventiva, la cual 
debe ser reconocida como medida excepcional aplicable únicamente en 
circunstancias extremas y no como procedimientos regulares, ya que es 
recurrente las altas sumas generadas por compensaciones que podrían darse 
por las anomalías presentadas por la Fiscalía que se convierten en casos 
prioritarios para este ente y para el Estado. 
 
 
 El Consejo de Estado ratificó que los ciudadanos no deben “soportar” las 
cargas de los errores procesales que afecten su derecho a la libertad, sin 
remuneración alguna, simplemente por vivir en sociedad, por lo tanto, cualquier 
impedimento sin justificación alguna, configura un daño antijurídico que debe ser 
resarcido.  
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8. CONCLUSIONES 
 
 
 Hablando sobre La Responsabilidad sobre la libertad considerada injusta 
en los centros de reclusión estatal, que debe ser ejercida por parte de nuestro 
Estado social de derecho, podemos decir que antes de la entrada en vigencia de 
la Constitución de 1991, constaba de normas de derecho internacional, tales 
como el pacto internacional de Derechos civiles y políticos y la Convención 
Interamericana de Derechos Humanos. 
 
 
 Con la Constitución de 1986, artículo 23 exponía que las autoridades 
tenían la obligación de brindar protección a la integridad de las personas,  la 
responsabilidad de los particulares, y prohibían privar a la persona de la libertad 
si no existía una orden de autoridad competente. 
 
  
 Ahora bien, el artículo 90 de la Constitución Política de 1991, visualiza un 
panorama en términos de la responsabilidad extracontractual del Estado, dando 
origen a teorías alternativas jurisprudenciales y doctrinales ante la 
responsabilidad del Estado por la privación injusta de la libertad. 
 
 
 El Consejo de Estado ha reiterado el daño antijurídico que debe ser 
resarcido ante cualquier error de procedimiento afecten su derecho a la libertad 
sin justificación.  
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